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RESUMEN EJECUTIVO.- 

La República Oriental del Uruguay se encuentra abocada a un proceso de cambio en su legislación nacional e internacional con relación al fenómeno de la trata y tráfico  de personas.

En los últimos años se han sancionado leyes y ratificado convenciones internacionales tendientes a la persecución penal de aquellas conductas que atentan contra la libertad de las personas, en sus diversas modalidades de sometimiento (prostitución forzada, tráfico de niñas y niños con fines de adopción, régimen de explotación laboral, etc.).

Las políticas estatales en la materia se han orientado  a fortalecer el ámbito legislativo, a fomentar medidas de prevención, y generar estrategias de fortalecimiento institucional. En tal sentido, se han aprobado leyes que contienen tipos penales específicos sobre la trata y tráfico de personas, se han creando Juzgados y Fiscalías del Crimen Organizado, así como una Junta Nacional de Migración.

En materia de políticas preventivas y fortalecimiento institucional, el Ministerio del Interior creó una oficina especializada para atender los casos de trata de menores.

Asimismo el Departamento de Prevención de Delitos creó una base de datos para procurar un seguimiento relacionado con la trata de personas. También se creó un servicio de asistencia a las víctimas en el marco de esta Secretaria de Estado. Por su parte, se creo una oficina encargada de recopilar e investigar el paradero de personas denunciadas como desaparecidas (en democracia), a la vez que se han proyectado mecanismos de protección a testigos, cuya implementación se espera concluir en plazos muy breves.  

Si bien estadísticamente, aún está pendiente un sistema que permita determinar el número de denuncias y/o procedimientos policiales y judiciales en la materia, no obstante se viene armonizando entre los distintos operadores del sistema, políticas de coordinación a los efectos de contar con una base de datos que ayude a identificar cómo impacta verdaderamente el fenómeno en la sociedad uruguaya.

La mayor parte de datos oficiales que se conocen, provienen de la recolección de jurisprudencia de los tribunales de justicia. 

Así y todo, corresponde precisar que hasta la sanción de la ley de migración, la mayor parte de los casos se caratulaban como delito de proxenetismo. 

Por su parte a nivel social, la percepción del fenómeno es sensiblemente diferente, pues se han dado a conocer informes de instituciones o de otros Estados que dan cuenta del incremento de conductas delictivas en la materia, así como el riesgo que se corre en la captación de miembros de poblaciones vulnerables. En este sentido la prensa ha desarrollado un papel significativo, difundiendo importante información de redes dedicadas a la explotación sexual de mujeres fundamentalmente en destinos como España e Italia. 

El tráfico de personas no se circunscribe únicamente con fines de prostitución, sino también con fines de adopción y explotación laboral.

Otras redes se dedican al tráfico infantil con fines de prostitución o no, como los casos de pedofilia. En estos casos los niños reclutados provienen de zonas de contexto crítico, extremo que los hace más vulnerables ante cualquier ofrecimiento de contraprestación que satisfaga las necesidades básicas de supervivencia. 

En conclusión, Uruguay ha comenzado a transitar por un camino de buenas prácticas en la materia de trata y tráfico de personas, con significativos avances legislativos, propuestas de reformas de procesales, adopción de estrategias institucionales, creación de organismos competentes, y diversas medidas de fortalecimiento institucional.  



I) AVANCES LEGISLATIVOS NACIONALES 


Uruguay ha reafirmado su compromiso de combatir el delito de trata y tráfico de personas, mediante la creación de diversas leyes en el ámbito nacional y mediante la ratificación de tratados y convenciones internacionales, entre los que se destacan: 

A) MARCO LEGISLATIVO DE FUENTE INTERNACIONAL.

· Declaración Universal de Derechos Humanos 

· Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre

· Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (ratificado por Ley Nº 13.751).
· Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Rat. por Ley Nº 13.751).
· Convención Americana sobre Derechos Humanos "Pacto de San José de Costa Rica" (Ratificado por Ley Nº 15.737).

· Convención Interamericana sobre Tráfico Internacional de Menores (Ratificado por Ley Nº 16.860).

· Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional   (Ratificado por Ley Nº 17.861).

· Protocolo Complementario a la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, para prevenir el Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire (ratificado por Ley Nº 17.861).

· Protocolo Complementario a la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, para prevenir, reprimir y sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y Niños. (Ratificado por Ley Nº 17.861).

· Convención de las Naciones Unidas sobre la Esclavitud.  (Ratificado por Ley Nº 17.304).

· Convención sobre los Derechos del Niño (Ratificado por Ley Nº 16.137).

· Protocolo Facultativo a la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la Venta de Niños, la Prostitución Infantil y la Utilización de Niños en la Pornografía  (Ratificado por Ley Nº 17.559). 
· Convención Suplementaria sobre la Abolición de la Esclavitud, la Trata de Esclavos y las Instituciones y Prácticas Análogas a la Esclavitud (Ratificado por Ley Nº 17.304).

· Convención Internacional para la Represión de la Trata de Mujeres y Niños (Ginebra 1921)  (Ratificado por Ley Nº 7.755).

· Convenio Nº 29 de la OIT sobre Trabajo Forzoso (Ratificado por Ley Nº 16.643).

· Convenio Nº 105 de la OIT sobre la Abolición del Trabajo Forzoso  (Ratificado por Ley Nº 13.657).

· Convenio Nº 182 de la OIT sobre las Peores Formas de Trabajo Infantil (Ratificado por Ley Nº 17.298).

· Acuerdo contra el Tráfico Ilícito de Migrantes entre los Estados Partes del MERCOSUR (Ratificado por Ley Nº 18.349).

· Convención para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer. (Ratificado por Ley Nº 16.735)

· Convención  Internacional sobre la protección de los derechos de todos los Trabajadores Migratorios y sus Familias (Ratificado por Ley Nº 17.107)

B) MARCO NORMATIVO DE FUENTE NACIONAL.

· Ley N° 17.343 (incorpora nueva disposición a la ley anticorrupción N° 17.016) relativa a delitos de estupefacientes relacionados con actividades de proxenetismo.

· Ley N° 17.815 relativa a la violencia sexual comercial o no cometida contra niños, adolescentes o incapaces.   

· Ley N° 18.026 de Cooperación Penal Internacional.

· Ley N° 18.076 relativa al derecho al refugio y a los refugiados.

· Ley N° 18.250 sobre Migración

· Ley N° 18.362 (creación de Juzgados en materia penal con especialización en Crimen Organizado).

· Ley N° 18.390 (creación de Fiscalías Nacionales en materia penal con especialización en Crimen Organizado).

· Ley N°  9.155 (Código Penal Uruguayo, artículo 280). 

II) CREACIÓN DE ORGANISMOS COMPETENTES. 

JUZGADOS Y FISCALÍAS ESPECIALIZADOS

A los efectos de procurar mayor eficacia en la persecución del delito de trata y tráfico de personas, se crearon juzgados y fiscalías especializados. 

La ley Nº 18.362 del 06/10/2008, crea Juzgados Letrados de Primera Instancia en materia Penal con especialización en Crimen Organizado. Los mismos tienen competencia en todo el territorio nacional – entre otros - para los delitos de trata y tráfico de personas.

Asimismo la ley Nº 18.390 del 24/10/2008, crea Fiscalías Letradas Nacionales en materia Penal con especialización en Crimen Organizado, teniendo la misma competencia que los Juzgados especializados en Crimen Organizado, y por tanto, en relación a los delitos de trata y tráfico de personas.

Estos Juzgados y Fiscalías se encuentran altamente capacitados para combatir estos delitos, encargándose asimismo de delitos conexos a la trata y el tráfico de personas, como lo es el lavado de activos. 

CREACIÓN DE LA JUNTA NACIONAL DE MIGRACIÓN.

Como forma de fortalecer el control de la actividad migratoria, el art. 24 de la Ley Nº 18.250, crea la Junta Nacional  de Migración. La misma es un órgano asesor y coordinador de las políticas migratorias del Poder Ejecutivo.
Sus competencias son:

	A)
	Proponer las políticas migratorias al Poder Ejecutivo.

	B)
	Proponer la reglamentación de la normativa migratoria.

	C)
	Implementar instancias de coordinación intergubernamental en la aplicación de dichas políticas.

	D)
	Asesorar en materia migratoria dentro de la órbita de competencia de cada organismo del Estado.

	E)
	Analizar y proponer modificaciones en la normativa migratoria.

	F)
	Procurar el relacionamiento multilateral en la materia.

	G)
	Promover la adopción de decisiones que favorezcan el proceso de integración regional en relación con las migraciones intra y extra zona.

	H)
	Promover la adopción de todas las medidas necesarias para lograr una adecuada aplicación de las disposiciones migratorias.

	I)
	Actuar como órgano dinamizador de las políticas migratorias.

	J)
	Proponer la implementación de los siguientes programas: de migración selectiva relativo a la inmigración de personas extranjeras; de retorno de uruguayos; de la vinculación con compatriotas en el exterior y de poblaciones con alta propensión migratoria.

	K)
	Implementar cursos de formación y sensibilización a los recursos humanos vinculados con la materia con el fin de capacitar sobre la base de los principios que inspiran la presente ley.

	L)
	Promover el relevamiento de datos estadísticos sobre el fenómeno migratorio.


Asimismo, se crea el Consejo Consultivo Asesor de Migración integrado por las organizaciones sociales y gremiales relacionadas con la temática migratoria, el cual asesora a la Junta Nacional de Migración en los temas relativos a la inmigración y emigración de personas, en el diseño de políticas migratorias y en el seguimiento del cumplimiento de la normativa vigente en la materia.

Además, la misma ley le asigna a la Dirección Nacional de Migración,  las siguientes atribuciones:

	A)
	Controlar y fiscalizar el ingreso, permanencia y egreso de personas del país, en cumplimiento de las normas legales y reglamentarias vigentes, así como declarar irregular el ingreso o permanencia de personas extranjeras cuando no pudieran probar su situación migratoria en el país.

	B)
	Rechazar a las personas extranjeras en el momento de ingresar al país, de acuerdo a las situaciones previstas en la presente ley.

	C)
	Exigir permiso de viaje a menores de edad de nacionalidad uruguaya o extranjera con domicilio o residencia habitual en el país.

	D)
	Registrar las entradas y salidas de las personas del territorio nacional y efectuar las estadísticas correspondientes.

	E)
	Controlar la permanencia de las personas extranjeras en relación a su situación migratoria en el país.

	F)
	Otorgar y cancelar el permiso de residencia temporaria y autorizar su prórroga.

	G)
	Otorgar la prórroga de permanencia a quienes hubieren ingresado al país como no residentes.

	H)
	Autorizar el cambio de categoría a las personas extranjeras que ingresan regularmente al país como residentes temporarios o no residentes.

	I)
	Regularizar la situación de las personas migrantes cuando así correspondiere.

	J)
	Inspeccionar los medios de transporte internacional para verificar el cumplimiento de las normas vigentes relacionadas con la entrada y salida del país de pasajeros y tripulantes.

	K)
	Aplicar las sanciones administrativas que correspondan a quienes infrinjan las normas migratorias en los casos previstos en la presente ley y cobrar las multas pertinentes.

	L)
	Percibir y proponer los tributos que por la prestación de servicios pudieran corresponder.

	M)
	Disponer medidas de expulsión de residentes temporarios y no residentes cuando así lo haya resuelto el Ministerio del Interior.

	N)
	Ejercer las demás atribuciones que le confiere la presente ley y su reglamentación.


III) ACTIVIDADES DE FORTALECIMIENTO INSTITUCIONAL

A) LEGISLACIÓN EN MATERIA DE PROTECCIÓN DE VICTIMAS Y TESTIGOS.
A los efectos de coadyuvar con la persecución penal y procurar la colaboración de víctimas y testigos, y su respectiva protección, se destaca la siguiente legislación y programas de apoyo. 

El art. 80 de la Ley Nº 18.250, hace aplicable a los casos de trata de personas lo dispuesto en el art. 13 de la Ley Nº 18.026 de  25 de setiembre de 2006, en favor de los denunciantes, víctimas, testigos y familiares.

El referido artículo les posibilita acceder a la totalidad de las actuaciones judiciales, proponer pruebas, poner a su disposición las que tengan en su poder y participar de todas las diligencias.

Asimismo, si se hubiese dispuesto el archivo de los antecedentes o si luego de transcurridos sesenta días desde la formulación de la denuncia aún continúa la etapa de instrucción o indagación preliminar, el denunciante, la víctima o sus familiares podrán formular ante el Juez competente, petición fundada de reexamen del caso o solicitud de información sobre el estado del trámite.

El  Juez podrá adoptar cualquier medida que considere adecuada y necesaria para proteger la seguridad, el bienestar físico y psicológico, la dignidad y la vida privada de las víctimas y los testigos. A tal fin, tendrá en cuenta todos los factores pertinentes, incluidos la edad, el género, la salud, así como las características del delito, en particular cuando éste entrañe violencia sexual, violencia en razón del género o violencia contra niñas, niños y adolescentes.

En casos de violencia sexual no se requerirá la corroboración del testimonio de la víctima, no se admitirá ninguna evidencia relacionada con la conducta sexual anterior de la víctima o testigos, ni se aceptará utilizar como defensa el argumento del consentimiento.

Como excepción, y a fin de proteger a las víctimas, los testigos o el indagado, el Juez podrá disponer por resolución fundada la presentación de pruebas por medios electrónicos u otros medios técnicos especiales tendientes a prevenir la victimización secundaria. En particular, se aplicarán estas medidas en el caso de víctimas de agresión sexual y menores de edad, sean víctimas o testigos. 

En todos los casos el principio orientador será prevenir la victimización secundaria, prohibiéndose la confrontación o comparecencia conjunto de la víctima y el agresor en el caso de los niños, niñas y adolescentes menores de 18 años.

En el caso de la víctima adulta que requiera dicha confrontación y se certifique que está en condiciones de realizarla, ésta se podrá llevar a cabo. El Tribunal dispondrá la forma y los medios técnicos para recibir la declaración, haciendo aplicación de los principios de inmediación, concentración y contradicción.

Podrá en su caso, solicitar previamente al equipo interdisciplinario, que informe si la víctima se encuentra en condiciones de ser interrogada en ese momento.

Se procurarán todos los medios posibles para que el Fiscal cuente con asesores jurídicos especialistas en determinados temas, entre ellos violencia sexual, violencia por razones de género y violencia contra los niños. Asimismo, se procurará que el tribunal cuente con personal especializado para atender a las víctimas de traumas, incluidos los relacionados con la violencia sexual y de género.



B) PROGRAMAS DE PROTECCIÓN DE VICTIMAS. 

En relación a la trata de personas, el Instituto Nacional de las Mujeres lleva a cabo el programa Retorno Asistido dirigido a brindarle soporte psicológico y social a aquellas mujeres que, víctimas de trata, busquen reinsertarse a su entorno familia, social y comunitario.

Se ha desarrollado el programa de participación de niños, niñas y adolescentes Tu lugar en el Derecho que atiende demandas y planteos de los niños, niñas y adolescentes víctimas de violencia doméstica, explotación sexual, maltrato institucional, y se les ofrece asesoramiento y atención gratuita. Se dispone de acceso telefónico gratuito 0800 5050 para la realización de denuncias.

La Organización Internacional para las Migraciones en Uruguay se propone trabajar en el año 2009, en la implementación de una oficina de asistencia a las víctimas de trata, y el objetivo general es la promoción de las capacidades para detección y asistencia a víctimas de trata, especialmente mujeres, niñas, niños y adolescentes, dentro de un marco de protección y restitución de derechos previniendo su revictimización.

 Los objetivos serán la elaboración de un protocolo de actuación interinstitucional sobre los mecanismos de detección, protección y asistencia a las víctimas de trata desde la perspectiva de género y protección de derechos humanos, a la vez, la consolidación de espacios de diálogo e intercambio entre organismos estatales y de la sociedad civil en puntos críticos del territorio.

Una buena práctica en materia de prevención y protección a víctimas se reconoce en la colaboración entre la sociedad civil, a través del proyecto Casa Abierta y el Instituto Nacional de las Mujeres (INMUJERES). 

Casa Abierta es un centro diurno que atiende a población en situación de riesgo de ser captada para la trata con fines de explotación sexual, dependiente de las Hermanas Oblatas. Durante el segundo semestre de 2008 elaboraron con el apoyo del INMUJERES una campaña de sensibilización destinada a mujeres que se dedican a la prostitución, mediante el reparto de material informativo acerca de los riesgos a los que se ven expuestas, así como direcciones de consulados en el exterior a los cuales poder acudir, en Milán, Barcelona y Madrid, así como direcciones de proyectos de referencia.

El lugar de abordaje para poder dialogar y compartir información es donde se realizan los controles periódicos de salud –Hospital Maciel- así como sitios aledaños. Para ello se realizaron talleres de sensibilización con el personal sanitario encargado, así como se concurre dos veces por semana a la sala de espera del hospital, donde se realiza un breve taller de prevención.  La respuesta es muy positiva y se ha llegado a un número significativo de mujeres, 444, desde noviembre de 2008 a marzo de 2009.

Otra buena práctica para la prevención y protección de víctimas lo es la modificación en los requisitos para el documento de viaje a los países próximos, Permiso de Menor, exigiéndose actualmente que figure en la autorización de manera expresa quiénes le acompañar en su viaje o quién se hace responsable en el país de destino.
C) REPARACIÓN DE LAS VICTIMAS

El art. 80 de la Ley Nº 18.250, hace también aplicable a los casos de trata de personas, lo dispuesto en el art. 14 de la ley Nº 18.026 de  25 de setiembre de 2006, en favor de los denunciantes, víctimas, testigos y familiares.

El referido artículo establece que el Estado será responsable de la reparación de las víctimas de los crímenes tipificados,  que se cometan en territorio de la República o que se cometan en el extranjero por agentes del Estado o por quienes sin serlo hubiesen contado con la autorización, apoyo o aquiescencia de agentes del Estado.

La reparación de la víctima deberá ser integral comprensiva de indemnización, restitución y rehabilitación y se extenderá también a sus familiares, grupo o comunidad a la cual pertenezca. Se entenderá por "familiares", el conjunto de personas unidas por un lazo de matrimonio o parentesco, así como por el hecho de cohabitar o mantener una forma de vida en común.

D) RESPONSABILIDAD SOLIDARIA DE EMPRESAS DE TRANSPORTE, SUS AGENTES O REPRESENTANTES, INTERMEDIARIOS O COMISIONISTAS.

El art. 59 de la ley Nº 18.250, dispone que las empresas de transporte internacional, sus agentes o representantes, intermediarios o comisionistas, serán solidariamente responsables por el transporte y custodia de pasajeros y tripulantes, hasta que hubiesen pasado la inspección del control migratorio, debiendo cumplir al efecto con las disposiciones de la citada ley y su reglamentación, así como demás normas vigentes.

Las mismas, deberán:

· registrarse en la Dirección Nacional de Migración.
· permitir la inspección por parte de la Dirección Nacional de Migración de todos los medios de transporte, cuando fuere pertinente. 

· presentar la documentación requerida de los tripulantes y pasajeros y demás documentos que establezca la reglamentación. 

· no vender pasajes ni transportar pasajeros sin la presentación de la documentación requerida a tales efectos, debidamente visada cuando correspondiere

· abonar los gastos que demanden por servicios de inspección o de control migratorio.
· no permitir el desembarco de pasajeros en una escala técnica, salvo que se encuentren expresamente autorizados por la Dirección Nacional de Migración.
La Dirección Nacional de Migración queda facultada para aplicar multas de carácter pecuniario, entre un mínimo de 4 UR (cuatro unidades reajustables) y un máximo de 400 UR (cuatrocientas unidades reajustables), a las empresas de transporte internacional terrestres, marítimas, fluviales o aéreas que no cumplan las disposiciones migratorias vigentes.

Al rechazar la autoridad migratoria la admisión de cualquier pasajero extranjero al momento de efectuarse el control migratorio de ingreso al país, la empresa de transporte, sus agentes o representantes, intermediarios o comisionistas, quedarán obligados a reconducirlos a su cargo al país de origen o procedencia o fuera del territorio de la República, en el medio de transporte en que llegó. En caso de imposibilidad, la empresa es responsable de su reconducción por otro medio, dentro del plazo perentorio que se le fije, quedando a su cargo los gastos que ello ocasionare.

Las empresas de transporte internacional quedan obligadas a transportar a su cargo fuera del territorio uruguayo y en el plazo que se le fije, a toda persona extranjera cuya expulsión ordene la autoridad administrativa o judicial competente.

En caso de que la empresa no diera cumplimiento a las  referidas obligaciones, el Ministerio del Interior podrá impedir la salida del territorio o de aguas jurisdiccionales nacionales, del medio de transporte, hasta tanto la empresa responsable cumpla las obligaciones pertinentes.

IV) ADOPCIÓN DE ESTRATEGIAS.


Entre diversas líneas de acción, Uruguay ha considerado relevante como estrategia la creación y formación de diversos Comités o Grupos de Trabajo relacionados con la problemática, entre los que se destacan: 

Se constituyó el Comité para la Erradicación de la Explotación Sexual Comercial y no Comercial que funciona bajo la presidencia del Instituto del Niño y el Adolescente de Uruguay (INAU). Este Comité fue creado por decreto 385/004, se instaló institucionalmente en noviembre de 2005 y en diciembre de 2007 aprobó el plan nacional de acción para la erradicación de la explotación sexual comercial y no comercial.

Se constituyó el Comité de Erradicación del Trabajo Infantil (CETI) de composición interministerial con presencia de organismos especializados y sociedad civil, presidido por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Actualmente se trabaja en la elaboración de cuestionarios para la identificación de las situaciones de vulnerabilidad de las niñas y niños, en el cumplimiento del convenio 182 de la OIT sobre las peores formas de trabajo infantil, así como en actividades de capacitación.

En la órbita del Ministerio del Interior funciona el Grupo de Trabajo Especializado en Explotación Sexual comercial y no comercial contra niños, niñas y adolescentes “Peores Formas de Trabajo Infantil y Trata de Seres Humanos”. Fue creado en el 2006 con el propósito de recabar y analizar información y conformar un banco de datos de denuncias sobre explotación sexual comercial de niños, niñas y adolescentes y de trata de personas. Procura sistematizar las buenas prácticas relativas a la información, elaborar un protocolo de actuación a nivel nacional, proponer modificaciones específicas a la normativa vigente y finalmente, brindar información y asesoramiento a las autoridades ministeriales.

En el espacio de fronteras, en particular la frontera norte uruguayo-brasilera, se están llevando a cabo un conjunto de acciones en las que participan varios ministerios y sociedad civil, que incluye la actuación coordinada territorialmente de las políticas de estado –entre otros objetivos- para la prevención y protección de los derechos de las personas que puedan ser objeto de explotación y/o trata. Estas acciones son coordinadas por el Ministerio de Desarrollo Social, así como otros organismos, en el marco de acuerdos de cooperación bilateral entre Uruguay y Brasil para la promoción y el respeto de los derechos humanos: asistencia médica, educación, trabajo, residencia, seguridad social, atención consular, entre otros.

En el marco de la coordinación regional a nivel del MERCOSUR, Iniciativa Niñ@Sur, Uruguay participa de un programa piloto en 5 ciudades de la frontera norte acerca de la protección de niñas, niños y adolescentes contra la explotación sexual. Es coordinado por la Fundación Mattogroso y cuenta con el apoyo del Banco Interamericano de Desarrollo. Se desarrollará por un período de 3 años, con varias fases de actuación, estándose en la primera etapa de diagnóstico.

Otro ámbito de coordinación, es el resultado de la presentación en 2007 del Sistema Integral de Protección a la Infancia y la Adolescencia contra la Violencia que se propone tres líneas estratégicas de acción dirigidas a la formación y la sensibilización, la evaluación y reorganización de los servicios, y la revisión del marco legal.

En la región del MERCOSUR, el tema de la Trata de Personas, especialmente mujeres, niñas y niños se encuentra en la agenda de varias reuniones especializadas: la Reunión de Ministros de Justicia, Reunión Especializada de la Mujer del MERCOSUR (REM), Reunión de Altas Autoridades competentes en materia de derechos humanos y cancillerías (RAADH), en la Reunión de Ministros del Interior, así como el Foro Migratorio del MERCOSUR. Respecto a la erradicación del trabajo infantil que se vincula en algunos aspectos, lo trata el Subgrupo de Trabajo 10 y la Comisión de Seguimiento de la Declaración Sociolaboral del MERCOSUR.

En el año 2007, bajo la secretaría técnica de OIM-Uruguay se constituyó un espacio de Convergencia sobre Temas Migratorios creado por la OIM y con el objetivo de impulsar un ámbito de diálogo para consolidar una posición nacional participativa sobre el tema. Allí se incluyó entre los tres grupos temáticos un espacio de Derechos Humanos, coordinado por la Dirección de Derechos Humanos del MEC y la Dirección de Derechos Humanos y Derecho Humanitario de la Cancillería, que realizó un conjunto de propuestas para enfrentar los temas de la trata y el tráfico de personas.

V) POLÍTICAS DE PREVENCIÓN INSTITUCIONAL


Entre las diversas políticas, estrategias o medidas de prevención, se destacan las siguientes. 

A) CAPACITACIÓN.
La Dirección de Derechos Humanos del Ministerio de Educación y Cultura ha organizado conjuntamente con el apoyo de organismos como OIM-Uruguay y UNFPA desde 2005 a la fecha, varios seminarios e instancias de capacitación. Entre los participantes se encuentran fiscales nacionales, jueces, representantes de varios ministerios, INTERPOL, representantes de la Dirección de Asuntos consulares de la Cancillería, así como organizaciones de la sociedad civil. Las actividades de capacitación fueron desarrolladas en Montevideo, así como en ciudades de alta vulnerabilidad por su actividad turística y ubicación geográfica como ser Maldonado, Rivera, Río Branco y Yaguarón con participación de invitados regionales. 

Uruguay participó en el proyecto regional “Punto Sur” ejecutado en el 2007 por la oficina de la OIM en Uruguay para promover una red regional de expertas/os y funcionarias/os vinculados a la prevención a través de una estrategia de capacitación y fortalecimiento de recursos institucionales de los países del MERCOSUR, más Bolivia y Chile. Contó con el apoyo financiero de la Oficina del Monitoreo y Combate de la Trata de personas del Departamento de Estado (EE.UU.).

La temática de la Trata de personas se incluye en actividades específicas de capacitación en la formación terciaria y profesional que se brindan para oficiales superiores de las fuerzas de seguridad.  

Se reconoce que así como se han hecho varias actividades que no se describen aquí por su extensión, queda mucho para hacer en la capacitación de los operadores jurídicos, las oficinas consulares, así como personal de los distintos organismos involucrados.

La nueva ley General de Educación, No. 18.437 de 12 de diciembre de 2008, establece como ejes transversales entre otros la educación en derechos humanos y la educación sexual, reconociendo iniciativas que se vienen desarrollando para promover el empoderamiento de las niñas, niños y jóvenes en la defensa de sus derechos frente a posibles situaciones de abuso.

B) CAMPAÑAS DE SENSIBILIZACIÓN:
El Ministerio de Turismo y Deporte (MTD), realizó una campaña en setiembre de 2007, tendiente a la sensibilización tanto de los Operadores de Servicios Turísticos, Sociedad Civil en general y turistas nacionales como extranjeros. A tales efectos, se confeccionaron volantes que se entregan en lugares de entrada y salida del país, agencias de viaje, centros de informe, hoteles y demás sitios visitados por los turistas y se creó una pieza audiovisual para emitir en medios radiales, televisivos  y cine, tomando como base lo acordado en las reuniones, del Grupo de Acción, en Brasil en 2006.

Estas acciones están enmarcadas en la estrategia de “turismo saludable”, que incluyeron en el 2008 la realización de una campaña coordinada por el INAU, el MTD, así como otros actores, con afiches y volantes con el slogan “Uruguay protege a sus niñas, niños y adolescentes”, como parte del Plan para la erradicación de la explotación sexual comercial y no comercial de la niñez y adolescencia.

C) INVESTIGACIONES:
Si bien no existen bases de datos sobre el tema,  se están realizando investigaciones para poder aproximarse a las dimensiones del problema, así como el reconocimiento de ámbitos para el desarrollo de estrategias de acción. Entre ellas se pueden referir las siguientes: 

· RUDA/UNICEF (2007) “Historias en el silencio”, investigación realizada por Susana Rostagnol, Valeria Grabino y colaboradores, en base a entrevistas a personas que fueron objeto de explotación sexual, que a través de una metodología biográfica identifica factores de riesgo y vulnerabilidad social.

· OIM (2006) “Estudio exploratorio sobre Trata de personas con fines de explotación sexual en Argentina, Chile y Uruguay”.  Describe el funcionamiento de la trata en materia de explotación sexual de mujeres y niñas en la región a fin de generar una mejor comprensión del fenómeno a los efectos de facilitar la adopción de medidas tendientes a su prevención, represión y asistencia a las víctimas.

· OIM (2007) “MALDONADO Y SUS NUEVOS DESAFÍOS: un estudio sobre la migración y la trata de personas en el este de Uruguay”.  Investigación realizada por Juan Miguel Petit para OIM en torno a las situaciones de riesgo social existentes en Maldonado y que pueden ser generadoras de explotación sexual infantil, trata de personas y otras vulneraciones a los derechos de niños, niñas y jóvenes en el departamento, presentando diversas propuestas para políticas públicas al respecto.

· OIM (2007) “Trata de personas: apuntes desde Uruguay sobre un desafío global”. Juan Miguel Petit para OIM Uruguay.

· OIM (2006) “Invisibles y silenciadas”, investigación realizada por la Dra. Diana González Perrett y la Lic. Andrea Tuana junto a un equipo de investigadoras en el marco de un estudio sobre la Trata de personas en el Uruguay realizada entre noviembre de 2005 y marzo de 2006 para la OIM a solicitud de la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio de Educación y Cultura.


El Instituto Interamericano del Niño, la Niña y Adolescentes de la OEA, con sede en Montevideo, a realizado varios estudios regionales y actualiza información regional que apoya a las acciones en la materia.

D) RESPONSABILIDAD SOCIAL EMPRESARIAL.
En este campo hay mucho para hacer, pero algunas de las campañas de sensibilización y actividades de capacitación cuentan ya con el apoyo de empresas públicas y privadas que están convencidas de la necesidad de que los empresarios y contratatistas puedan también adoptar un marco ético de actuación.

VI) PERSPECTIVA INSTITUCIONAL DEL ESTADO DE SITUACIÓN SOBRE TRATA DE PERSONAS

(Informe de INTERPOL-URUGUAY)

INTRODUCCIÓN.

Si bien el tráfico de personas es de crecimiento internacional, el cual afecta íntimamente los derechos humanos, nuestro país según cifras que manejamos, no se ve afectado significativamente por el mismo, si lo comparamos a nivel mundial.

SITUACIÓN.


Habiendo consultado a diferentes dependencias de la Policía Nacional sobre sus estadísticas relativas al tráfico de personas, se puede denotar en primera instancia que la modalidad más frecuente y prácticamente la única que afecta a nuestro país es la de tránsito de personas con documentación falsificada (material o ideológicamente). La misma es obtenida en diversos países de América Latina, por sujetos que la adquieren por medio del pago de un precio, con la finalidad de obtener como destino último, llegar a los Estados Unidos de América o Europa.


En este sentido el personal de la Unidad Operacional de esta O.C.N. INTERPOL – URUGUAY, ubicada en el Aeropuerto Internacional de Carrasco, principal terminal aérea del país, ha detectado el tránsito de personas hacia Europa y Estados Unidos de América portando pasaportes falsos, documentos de identidad falsos y visas falsas, las cuales según sus declaraciones las obtuvieron en diferentes países de América Latina.


Los sujetos que compran esta documentación, podría decirse que son las víctimas del delito en cuanto las mismas fueron inducidas a la compra de esa documentación falsificada por estratagemas artificiosos o engaños de mejorar su calidad de vida sensiblemente disminuida en su país de origen, situación de la cual se aprovechan sujetos y organizaciones encargados de falsificar documentación y venderla.

HIPÓTESIS.


Una de las hipótesis que se pueden presumir según los hechos delictivos que se han detectado, es que existen verdaderas organizaciones a nivel internacional, las mismas posiblemente tienen base en un país de América Latina pero con contacto con los restantes países. Todo esto a los efectos del traslado de las personas víctimas del engaño, tratándose de hacerlas llegar a los destinos anteriormente mencionados.

HECHOS CONEXOS.


De acuerdo a la información obtenida se puede establecer que en ciertas ocasiones, estos sujetos son acompañados por uno de los integrantes de la organización delictiva hasta llegar a su destino, lugar en donde se hace efectivo el pago total del traslado y la documentación falsa. No se descarta la posibilidad de que estos integrantes (de las organizaciones delictivas) tengan contacto en los servicios migratorios, que le faciliten el paso.


También se puede presumir que otro tipo de hechos delictivos que se puede realizar mediante el tráfico de personas, es llevar hacia Europa fundamentalmente a mujeres para ser explotadas sexualmente, al ser un destino de difícil acceso tanto para proxenetas como para las mujeres objeto del traslado, el mismo se realiza con documentación falsificada.


Dicha presunción es corroborada por el Informe proveniente del Departamento de Orden Público de la Dirección de Investigaciones de la Jefatura de Policía de Montevideo, en donde fueran procesadas varias personas por los delitos de Proxenetismo y Falsificación de Pasaportes, requiriendo la Captura Internacional de otras vinculadas a los delitos mencionados.

CONCLUSIONES.

1. Si consideramos el tráfico de personas a nivel mundial, nuestro país al momento posee un número no alarmante de casos, los cuales van incrementando año a año.

2. Básicamente existen una modalidad de tránsito de personas hacia Estados Unidos de América o Europa, que es llevarlas con documentación falsa, la cual es vendida bajo el engaño de las víctimas de que obtendrán una mejor calidad de vida.

3. Uruguay en la mayoría de los casos sería un país de tránsito y no de origen del tráfico de personas.

4. En cuanto al actuar de la Policía Nacional si bien no posee una Unidad Especializada, para atacar el problema del tráfico de personas, si cuenta con los medios necesarios como para hacerle frente de manera efectiva.

ÁMBITO JURÍDICO.


Nuestro país a través de la Ley Nº 17.861 de fecha 28/12/2004, ratificó la Convención de Naciones Unidas, contra la Delincuencia Organizada Transnacional y sus Protocolos Complementarios para, Prevenir, Reprimir y sancionar la trata de personas especialmente de mujeres y niños, y el Tráfico Ilícito de Migrantes por tierra mar y aire. Existen además, figuras penales que permiten la intervención de las Autoridades Judiciales correspondientes para juzgar a los diferentes agentes de ese tipo de modalidades delictivas. En definitiva la Justicia cuenta con herramientas legales capaces de controlar las diferentes conductas delictivas relativas al tráfico de personas. A modo de ejemplo por intermedio de los delitos de falsificación material e ideológica de documentos (Art. 236 á 244 del Código Penal) o por aplicación de la ley tipificadora del delito de proxenetismo (Ley 8.080 de fecha 27/03/27 y su modificativa, Ley 16.707 de Seguridad Ciudadana de fecha 12/07/1995).

Ley Nro. 18.250 del 6 de Enero de 2008.-

VII) RESUMEN

El presente informe da cuenta de las nuevas políticas institucionales que Uruguay lleva adelante para combatir el delito de la trata y tráfico de personas.  Se advierte fundamentalmente los significativos cambios en la legislación migratoria, en la ratificación de tratados de cooperación jurídica internacional, así como en la adopción de estrategias y programas de fortalecimiento interno para combatir el delito. 

Sin perjuicio de ello, se es conciente de la necesidad de profundizar el estudio del fenómeno delictivo, y generar vías de comunicación y prevención al margen de la estructura legislativa. 

La realización de este informe estuvo precedido de un amplio proceso de consultas a organismos públicos y Poderes del Estado, así como a organizaciones de la sociedad civil. 
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Si bien toda la información aún no se encuentra plenamente sistematizada, se contó con una amplia colaboración de los distintos operadores del sistema. 

Uruguay ha tenido una fuerte presencia y participación en diversas instancias de cooperación en la lucha contra el delito de trata de personas, jerarquizando el enfoque desde los derechos humanos, que incluye la protección de los migrantes. 

En el año 2006 fue sede de la IV Cumbre Iberoamericana, dedicada a las Migraciones, realizada en Montevideo, y en el 2008 asumió la presidencia de la Cumbre Sudamericana de Migraciones.


En suma, la presente contribución aspira a informar el cumplimiento de Uruguay con relación a los compromisos internacionales asumidos, y en tal sentido a profundizar el fortalecimiento de las instituciones, la cooperación y coordinación en materia de persecución del delito de trata de personas, así como la prevención, protección y asistencia a las víctimas. 

Montevideo, 25 de marzo de 2009.

*      *      *

� FILENAME  \* MERGEFORMAT �RA00094T01�





� FILENAME  \* MERGEFORMAT �RA00094T01�








	1.	Organizada conjuntamente con la República Oriental del Uruguay
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TIPIFICACIÓN DE LOS DELITOS DE TRATA Y TRÁFICO DE PERSONAS


El art. 77 tipifica el delito de tráfico de personas de la siguiente manera:  “Quien promoviere, gestionare o facilitare de manera ilegal el ingreso o egreso de personas al territorio nacional por los límites fronterizos de la República, con la finalidad de obtener un provecho para sí o para un tercero, será castigado con una pena de seis meses de prisión a tres años de penitenciaría. Con la misma pena será castigada toda persona que en las mismas condiciones favoreciera la permanencia irregular de migrantes dentro del territorio uruguayo.”


Los arts. 78 y 79 tipifican el delito de trata de personas de la siguiente manera: Artículo 78.- Quien de cualquier manera o por cualquier medio participare en el reclutamiento, transporte, transferencia, acogida o el recibo de personas para el trabajo o servicios forzados, la esclavitud o prácticas similares, la servidumbre, la explotación sexual, la remoción y extracción de órganos o cualquier otra actividad que menoscabe la dignidad humana, será castigado con una pena de cuatro a dieciséis años de penitenciaría.


Artículo 79.- Quien, fuera de los casos previstos en el � HYPERLINK "http://www.parlamento.gub.uy/leyes/AccesoTextoLey.asp?Ley=18250&Anchor=" \l "art78#art78" \t "_blank" �artículo 78� de la presente ley y con los mismos fines, favorezca o facilite la entrada, el tránsito interno o la salida de personas del país, será castigado con una pena de dos a ocho años de penitenciaría.


El art. 81 de la Ley  Nº 18.250, establece las agravantes especiales de los delitos de trata y tráfico de Personas (arts. 77, 78 y 79, transcriptos ut-supra), incrementando de un tercio  a la mitad las penas en ellos establecidos, cuando medien las siguientes circunstancias:


A)�
Cuando se hubiere puesto en peligro la salud o la integridad física de los migrantes.�
�
B)�
Cuando la víctima se trate de un niño o un adolescente o el agente se haya prevalecido de la incapacidad física o intelectual de una persona mayor de dieciocho años.�
�
C)�
Cuando el agente revista la calidad de funcionario policial o tenga a su cargo la seguridad, custodia o el control de las cuestiones relativas a la migración de personas.�
�
D)�
Cuando el tráfico o la trata de personas se efectuara con violencia, intimidación o engaño o abusando de la inexperiencia de la víctima.�
�
E)�
Cuando el agente hiciere de las actividades mencionadas en los � HYPERLINK "http://www.parlamento.gub.uy/leyes/AccesoTextoLey.asp?Ley=18250&Anchor=" \l "art77" \t "_blank" �artículos 77�,� HYPERLINK "http://www.parlamento.gub.uy/leyes/AccesoTextoLey.asp?Ley=18250&Anchor=" \l "art78" \t "_blank" � 78� y � HYPERLINK "http://www.parlamento.gub.uy/leyes/AccesoTextoLey.asp?Ley=18250&Anchor=" \l "art79" \t "_blank" �79� de la presente ley su actividad habitual.�
�
	En conclusión, la reglamentación interna aprobada, comprende todas las prácticas mencionadas en el art. 3 del Protocolo Complementario a la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, para prevenir, reprimir y sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y Niños, contemplando circunstancias agravantes, la participación como cómplice y la participación o complicidad de funcionarios policiales o que tengan a cargo la seguridad, custodia o el control de las cuestiones relativas a la migración de personas.
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